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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES AL 

CÓDIGO PENAL FEDERAL, EN MATERIA DE TIPIFICACIÓN DEL DELITO DE RECLUTAMIENTO 

DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES POR LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, A CARGO DEL 

DIPUTADO PABLO VÁZQUEZ AHUED, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO 

CIUDADANO. 

Quien suscribe, Pablo Vázquez Ahued, Diputado del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  así como de los artículos 6, numeral 

1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a consideración la 

presente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones al Código 

Penal Federal, en materia de tipificación del delito de reclutamiento de niñas, niños y 

adolescentes por la delincuencia organizada, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

I. Vacíos legales en el combate al reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por la 

delincuencia organizada.  

 

En cuanto al marco jurídico vigente se advierte una laguna de ley,1 ya que en la legislación 

penal mexicana no existe el tipo penal o figura delictiva específica que configure el delito 

de reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por parte de los grupos de la delincuencia 

organizada.  

 

Por otra parte, sería incorrecto equiparar este fenómeno con otros delitos que sí se 

encuentran tipificados como la corrupción de menores y la trata de personas, que se 

encuentran contemplados en leyes de carácter general y federal, así como en el Código 

Penal Federal.  

 

Es fundamental que el reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por la delincuencia 

organizada sea considerado un delito diverso de la corrupción de menores o la trata de 

personas para garantizar una respuesta adecuada y especializada por parte del sistema de 

 
1 Sistema de Información Legislativa, Laguna de ley, disponible en:  
http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=140    

http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=140
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justicia penal. La ausencia de un marco legal que penalice este delito contribuye a perpetuar 

la impunidad y dificulta la implementación de estrategias efectivas de prevención y 

atención para las y los menores que han sido víctimas de tales prácticas. 

 

Este vacío jurídico, fue señalado en las observaciones emitidas en septiembre del 2024 por 

el Comité de los Derechos del Niño de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos de la ONU, donde se destacó la necesidad de que 

México adopte medidas urgentes para proteger los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, haciendo énfasis en la vulnerabilidad de estos frente al reclutamiento 

infantil.2 

  

Respecto a la legislación, la recomendación del Comité se enfoca a que se garantice la 

aplicación efectiva de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes a 

nivel federal, estatal y municipal, en particular para mejorar los mecanismos de seguimiento 

y rendición de cuentas, especialmente en lo que se refiere a áreas clave como la protección 

de la infancia en situación de vulnerabilidad.  

 

En este contexto, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en su 

artículo 16 establece el derecho de niñas, niños y adolescentes a vivir libres de violencia; así 

mismo, el artículo 47 de la misma ley, exige al Estado proporcionar protección especial a 

niñas, niños y adolescentes que se encuentren en situaciones de riesgo, y aborda la 

necesidad de establecer mecanismos adecuados para identificar y atender a menores 

expuestos a la violencia y el abuso, destacando que la protección debe ser prioritaria. 

 

Sin embargo, las disposiciones de este ordenamiento se encuentran desvinculadas de los 

fenómenos asociados a la delincuencia organizada, por lo que hay una falta de estrategias 

concretas que aborden el reclutamiento de menores en contextos de violencia y 

criminalidad. 

 

 
2  Observaciones finales sobre los informes sexto y séptimo combinados de México del Comité de los Derechos 
del Niño. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) en 
México. 16 de septiembre de 2024. Disponible en: https://hchr.org.mx/wp/wp-
content/uploads/2024/09/CRC_C_MEX_CO_6-7_59810_E.pdf  

https://hchr.org.mx/wp/wp-content/uploads/2024/09/CRC_C_MEX_CO_6-7_59810_E.pdf
https://hchr.org.mx/wp/wp-content/uploads/2024/09/CRC_C_MEX_CO_6-7_59810_E.pdf
https://hchr.org.mx/wp/wp-content/uploads/2024/09/CRC_C_MEX_CO_6-7_59810_E.pdf
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No solo se requiere un marco jurídico que facilite la persecución y sanción de quienes 

cometen estos delitos, sino que también es fundamental reafirmar el compromiso del 

Estado mexicano con la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

 

II. Retos jurídicos en la protección de niñas, niños y adolescentes.  

 

La delincuencia organizada ha adoptado en los últimos años nuevas estrategias de 

operación y reclutamiento, dando lugar a la aparición de prácticas que demandan 

actualizaciones en nuestro marco jurídico y que justifican el tratamiento del reclutamiento 

de niños, niñas y adolescentes por la delincuencia organizada como un delito autónomo y 

diferenciado. 

 

La trata de personas3 es definida en el artículo 3 del Protocolo para Prevenir, Reprimir y 

Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños, también conocido como el 

Protocolo de Palermo de la siguiente manera: 

 

“a) Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la 

acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u 

otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una 

situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para 

obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines 

de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la 

prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 

forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la 

extracción de órganos; ” 4 

 

De lo anterior se desprende que las principales características de la trata de personas son:  

 

1. Captación, transporte, traslado, acogida o recepción de personas en condiciones de 

explotación dentro de un mismo país o a través de fronteras internacionales. 

 
3 Trata de personas, CNDH, disponible en:  
https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/8_cartilla_trata.pdf  
4 Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
(Protocolo de Palermo), aprobado mediante Resolución 55/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
el 15 de noviembre de 2000. 

https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/8_cartilla_trata.pdf
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2. Uso de coerción y manipulación para controlar a la víctima, ejercida a través de: 

● Amenazas de daño físico o psicológico. 

● Uso de fuerza física. 

● Fraude y engaño, como promesas falsas de trabajo o una mejor vida. 

● Abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, como el uso de la 

dependencia económica o emocional de la víctima. 

● Concesión o recepción de pagos para obtener el consentimiento de una persona 

que tenga autoridad sobre la víctima, (familiares, empleadores o símiles). 

 

3. Explotación de la víctima: el objetivo central de la trata es la explotación de la víctima, 

que puede tomar diversas formas, como: 

 

● Explotación sexual: Incluye la prostitución ajena, la pornografía y otras formas de 

abuso sexual. 

● Trabajo o servicios forzados: La víctima es obligada a trabajar en condiciones de 

abuso y sometida a trabajos no remunerados. 

● Servidumbre: Las víctimas se ven obligadas a trabajar en condiciones de 

dependencia, sin poder salir de la situación. 

● Extracción de órganos: En algunos casos, la trata de personas puede implicar el 

tráfico y la extracción ilegal de órganos para la venta. 

 

A diferencia de la trata de personas, el reclutamiento no necesariamente busca una 

explotación directa de la víctima con fines económicos, sino que tiene como propósito 

integrar a los menores en la estructura operativa de los grupos de la delincuencia 

organizada.  

 

En tal sentido, el término reclutamiento se define como:  

 

“Un proceso permanente de incorporación a la delincuencia organizada para realizar 

diversas actividades ilícitas, mediante actos de sustracción, captación, amenaza, 

intimidación, rapto, engaño, uso de la fuerza u otras formas de coacción, oferta de 

pago o beneficios, entre otras”5 

 
5 Observatorio Nacional para la Prevención del Reclutamiento de Niñas, Niños y Adolescentes, (ONPRENNA), 
disponible en:  
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También, a diferencia de la trata de personas, en el reclutamiento se incorporan elementos 

que interactúan para darle forma a un nuevo fenómeno delictivo donde se deben 

considerar factores comunitarios, culturales, familiares y de organización social.  

 

La principal diferencia entre la trata de personas y el reclutamiento radica en su propósito. 

La trata de personas busca explotar a la víctima, generalmente con fines económicos o 

sexuales, mediante la obtención de beneficios a partir de condiciones de esclavitud, 

servidumbre o abuso prolongado.  

 

En cambio, el reclutamiento se enfoca en integrar a las personas en actividades delictivas 

como parte de la estructura operativa de una organización criminal, buscando fortalecer y 

expandir el alcance del grupo delictivo, ofreciendo incluso incentivos a la víctima como un 

actor dentro de la organización y no como un mero recurso humano explotado 

económicamente.  

 

En cuanto a los métodos de captación y coacción, ambos fenómenos pueden recurrir al 

engaño, la amenaza o el abuso de poder, pero el reclutamiento incluye métodos específicos 

que permiten inducir una relación de dependencia y lealtad al grupo criminal.  

 

Estas diferencias evidencian la necesidad de desarrollar un tipo penal específico y políticas 

de prevención distintas que respondan a las características particulares de cada práctica y 

a su impacto en las víctimas y en la sociedad. 

 

El reclutamiento, especialmente cuando afecta a menores, constituye un ataque directo a 

los derechos fundamentales y al tejido social, ya que implica la imposición de una vida 

delictiva a quienes se encuentran en etapas formativas, y por ende genera un daño 

irreparable en su desarrollo integral. 

 

La infancia y la adolescencia son etapas donde la identidad y el sentido de pertenencia 

juegan un rol importante en el desarrollo de la personalidad. En entornos donde 

predominan la desintegración familiar y la violencia, los grupos criminales pueden 

presentarse como una alternativa de comunidad y estabilidad, que ejerce una fuerte 

influencia psicológica sobre los menores.  

 
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/654034/TiposdeReclutamiento__1_.pdf  

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/654034/TiposdeReclutamiento__1_.pdf
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Para ello, es esencial que el Estado impulse programas de inserción educativa y capacitación 

laboral adaptados a sus necesidades y capacidades, facilitando su acceso a oportunidades 

que les permitan reconfigurar su proyecto de vida fuera del alcance de la delincuencia 

organizada.  

 

El antropólogo Claudio Lomnitz ha señalado que la delincuencia organizada no solo recluta 

a menores a través del engaño o la coerción, sino que también fomenta la adicción a las 

drogas como un mecanismo de control y lealtad dentro de sus estructuras criminales. En su 

obra Para una teología política del crimen organizado, analiza cómo los cárteles han 

desarrollado estrategias para infiltrar comunidades y generar mercados cautivos de 

consumo, afectando principalmente a los jóvenes más vulnerables. 6 

 

Frente a esta realidad, es fundamental que las estrategias de reinserción social incluyan 

programas de tratamiento especializados en adicciones, asegurando no solo la 

rehabilitación de los menores reclutados, sino también la creación de alternativas reales 

para su integración social fuera del alcance de la delincuencia organizada. 

 

El fenómeno de la captación y el adoctrinamiento de menores también está relacionado 

con la manipulación emocional, donde los delincuentes emplean tácticas de persuasión 

para hacer que los niños se sientan valorados, importantes y leales a la organización, ya que 

en la mayoría de los casos los menores reclutados han experimentado previamente abuso, 

negligencia o abandono, lo que los vuelve más susceptibles a la búsqueda de aceptación y 

reconocimiento en estos grupos. 

 

Esta reforma, abona significativamente a la protección de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, al tiempo que se reconoce el carácter del reclutamiento, el cual exige un 

enfoque especial que refleje su verdadera naturaleza y las devastadoras consecuencias que 

produce en quienes lo padecen y en la sociedad en su conjunto.  

 

 

 

 

 
6 Lomnitz, C. (2021). Para una teología política del crimen organizado, Ediciones Era; El Colegio 
Nacional.   
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III. Limitaciones del marco institucional y pertinencia de su fortalecimiento penal.  

 

En el plano institucional, México cuenta con un andamiaje jurídico orientado a la protección 

de los derechos de niñas, niños y adolescentes, principalmente a través de la Ley General 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA), que instituye la política de 

protección integral y establece la coordinación intersectorial entre Federación, entidades 

federativas y municipios. 

 

Asimismo crea el Sistema Nacional de Protección Integral (SIPINNA) como plataforma de 

articulación de las dependencias competentes (educación, salud, desarrollo social, trabajo, 

procuración de justicia y seguridad pública), y prevé mecanismos de seguimiento y 

evaluación de las políticas dirigidas a la niñez y adolescencia. 7 Con este andamiaje el Estado 

ya cuenta con base jurídica suficiente para prevenir, proteger y restituir derechos frente al 

reclutamiento de niños, niñas y adolescentes. 

 

En este marco, la Secretaría de Gobernación (SEGOB), por medio de la Secretaría Ejecutiva 

del Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA), es la 

instancia encargada de coordinar a las dependencias federales y a los distintos niveles de 

gobierno en la materia. Esta atribución se encuentra prevista en el artículo 116, fracción I, 

de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que establece como 

obligación concurrente de las autoridades: 

 

“Artículo 116. Corresponden a las autoridades federales y locales de manera 

concurrente, las atribuciones siguientes:  

I. Coordinar la implementación y ejecución de las acciones y políticas públicas que 

deriven de la presente Ley;  

II. a XXVI. …“ 

 

Así como en el artículo 117, fracción I, del mismo ordenamiento, que dispone que:  

 

“Artículo 117. Corresponden a las autoridades federales, en sus respectivas 

competencias, las atribuciones siguientes:  

 
7 Gobernación, Lineamientos Generales, disponible en: 
https://www.dof.gob.mx/2021/SEGOB/Lineamientos_Grales_Comisiones_Sipinna.pdf  

https://www.dof.gob.mx/2021/SEGOB/Lineamientos_Grales_Comisiones_Sipinna.pdf
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I. Garantizar en el ámbito de su competencia, el cabal cumplimiento de la presente 

Ley y de los tratados internacionales aplicables;  

II. a XI. …” 

 

En 2021 la propia SEGOB, a través de la Dirección de Atención a Grupos en Riesgo, elaboró 

el instrumento denominado “Mecanismo Estratégico del Reclutamiento y Utilización de 

NNA”, 8 orientado a identificar factores de riesgo, mapear la incidencia territorial y 

proponer líneas de acción normativas, preventivas y de atención. Dicho mecanismo 

también contemplaba la instalación de un grupo o mesa de trabajo intergubernamental con 

participación de sectores académico, social y empresarial, a fin de dar continuidad y 

seguimiento a las acciones planteadas.  

 

Ese mismo año se instituyó el Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes (PRONAPINNA 2021–2024) 9, como instrumento rector de la política pública 

nacional en la materia. Este programa incluye medidas para prevenir, detectar y atender el 

reclutamiento de menores por parte de la delincuencia organizada. No obstante, su 

aplicación ha sido limitada: carece de continuidad institucional y no existen evaluaciones 

públicas que permitan conocer su alcance o resultados. 

 

Por su parte, la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana (SSPC), conforme al artículo 

30 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, tiene entre sus atribuciones 

la formulación de la política criminal, la prevención del delito y la ejecución de programas 

de seguridad pública. En ese marco, en 2021 anunció la creación del Observatorio Nacional 

para la Prevención del Reclutamiento de Niñas, Niños y Adolescentes (ONPRENNA)10 , como 

mecanismo de monitoreo interinstitucional; sin embargo, su operación ha sido intermitente 

y sin actualizaciones desde mayo de 2021, por lo que permanece inactivo. 

 

 
8 Gobernación, Mecanismo Estratégico del Reclutamiento y Utilización de NNA, disponible en: 
https://estrategiasddhh.segob.gob.mx/work/models/EstrategiasDDHH/Documentos/pdf/GruposRiesgo/Mec
anismo_Estrategico_del_Reclutamiento_y_Utilizacion_de_NNA.pdf   
9 Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes 2021-2024 (PRONAPINNA), disponible 
en: https://www.gob.mx/sipinna/acciones-y-programas/programa-nacional-de-proteccion-de-ninas-ninos-y-
adolescentes-2021-2024-pronapinna-2021-2021 
10 Gobierno de México, Observatorio Nacional para la prevención del reclutamiento de niñas, niños y 
adolescentes, disponible en: https://www.gob.mx/sspc/observatorioreclutamiento  

https://estrategiasddhh.segob.gob.mx/work/models/EstrategiasDDHH/Documentos/pdf/GruposRiesgo/Mecanismo_Estrategico_del_Reclutamiento_y_Utilizacion_de_NNA.pdf
https://estrategiasddhh.segob.gob.mx/work/models/EstrategiasDDHH/Documentos/pdf/GruposRiesgo/Mecanismo_Estrategico_del_Reclutamiento_y_Utilizacion_de_NNA.pdf
https://www.gob.mx/sipinna/acciones-y-programas/programa-nacional-de-proteccion-de-ninas-ninos-y-adolescentes-2021-2024-pronapinna-2021-2021
https://www.gob.mx/sipinna/acciones-y-programas/programa-nacional-de-proteccion-de-ninas-ninos-y-adolescentes-2021-2024-pronapinna-2021-2021
https://www.gob.mx/sspc/observatorioreclutamiento
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Asimismo, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), en términos del artículo 

6, fracción II, de su Ley11, tiene la facultad de investigar violaciones a derechos humanos 

derivadas de la tolerancia u omisión de las autoridades. Pese a ello, no ha emitido una 

Recomendación General sobre el reclutamiento de niñas, niños y adolescentes, ni 

lineamientos homologados de actuación que orienten la política pública en los tres órdenes 

de gobierno. 

En síntesis, si bien el Estado mexicano cuenta con instrumentos normativos y 

administrativos que abordan parcialmente el fenómeno del reclutamiento, estos carecen 

de eficacia jurídica y operativa. Las medidas existentes permanecen en el plano de la 

prevención y diagnóstico, sin mecanismos de exigibilidad, seguimiento ni sanción. 

Por ello, resulta pertinente fortalecer el marco jurídico penal, mediante la incorporación de 

un tipo penal autónomo en el Código Penal Federal, que reconozca esta conducta como un 

delito diferenciado.   

IV. Infancias y adolescencias en riesgo, la pertinencia de tipificar el reclutamiento por la 

delincuencia organizada. 

 

Los grupos de la delincuencia organizada son corporaciones dedicadas a la explotación y 

extracción de recursos: recursos económicos a través de la extorsión y las economías ilícitas, 

recursos naturales a través de la extracción ilegal, recursos políticos-sociales a través de la 

captura de territorios e instituciones, y recursos humanos a través de la desaparición 

forzada o el reclutamiento. 

 

La situación que enfrenta el país se ha vuelto crítica, de acuerdo con el Registro Nacional de 

Personas Desaparecida y No Localizadas en México estima que hasta 2024 12 , se tiene un 

registro de 16,838 niñas y niños y adolescentes desaparecidos y no localizados, de los que 

2,785 casos ocurrieron en los últimos doce meses. 

 

Del total de niñas, niños y adolescentes desaparecidos, el 51.62% son mujeres y el 48.18% 

son hombres, el grueso de las desapariciones en los niños se concentra en las edades de los 

 
11 Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, disponible en: 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LCNDH.pdf  
12 Unicef, Violencia armada ¿Cómo afecta a niños, niñas y adolescentes en México?, disponible en: 
https://www.unicef.org/mexico/violencia-armada  

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LCNDH.pdf
https://www.unicef.org/mexico/violencia-armada
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15 a los 17 años (51.8%), mientras que en el caso de las niñas se concentran entre los 14 y 

los 17 años (62.6%).13 

 

En conjunto los casos de niñas, niños y adolescentes desaparecidos y no localizados se 

calculan en un 13.9% de las 120,738 personas desaparecidas y no localizadas en el país 

aproximadamente.14 Estas cifras reflejan que la infancia y adolescencia se han convertido 

en uno de los sectores más vulnerables frente a la violencia organizada y sus mecanismos 

de captación. 

Hechos recientes, como el hallazgo del Rancho Izaguirre en Teuchitlán, Jalisco identificado 

en 2024, constituyen un antecedente emblemático sobre las formas de captación y 

adiestramiento criminal. De acuerdo con la información difundida por la Fiscalía General de 

la República, el predio fue catalogado como un centro de reclutamiento, operaciones y de 

capacitación15 vinculado a la delincuencia organizada, demostrando que el reclutamiento 

no se limita a actos aislados, sino que puede organizarse en espacios destinados 

específicamente a la captación, instrucción y coerción de adolescentes.  

 

El caso fue considerado de carácter federal, y se abrió una investigación que reconoció el 

uso del inmueble para fines de instrucción y preparación de integrantes, incluidos 

adolescentes, lo que demuestra que el reclutamiento se estructura también en espacios 

específicamente destinados a tal propósito, poniendo en evidencia que el reclutamiento 

constituye una conducta estructurada y sistemática, ejecutada por organizaciones con 

capacidad operativa y jerárquica, lo que refuerza la necesidad de su reconocimiento jurídico 

como delito autónomo. 

 

Las causas detrás del reclutamiento son múltiples, desigualdad, abandono, y una cultura de 

violencia arraigada, frente a esta realidad, resulta imprescindible visibilizar el problema y 

asumirlo como una responsabilidad colectiva. Reconocer el reclutamiento de infancias y 

adolescencias es el primer paso para articular un marco legal y políticas públicas eficaces 

que lo prevengan, lo combatan y garanticen justicia y reparación para las víctimas. 

 
13 UNICEF, Violencia armada, ¿Cómo afecta a niños, niñas y adolescentes en México?, disponible en: 
https://www.unicef.org/mexico/violencia-armada  
14 Ídem. 
15 El País, La FGR dice que no ha encontrado indicios de hornos crematorios en el rancho de Teuchitlán, 
disponible en: https://elpais.com/mexico/2025-04-08/la-fgr-dice-que-no-ha-encontrado-indicios-de-hornos-
crematorios-en-el-rancho-de-teuchitlan.html  

https://www.unicef.org/mexico/violencia-armada
https://elpais.com/mexico/2025-04-08/la-fgr-dice-que-no-ha-encontrado-indicios-de-hornos-crematorios-en-el-rancho-de-teuchitlan.html
https://elpais.com/mexico/2025-04-08/la-fgr-dice-que-no-ha-encontrado-indicios-de-hornos-crematorios-en-el-rancho-de-teuchitlan.html
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Sin embargo, estas causas se agravan ante la ausencia del Estado en amplias regiones del 

país, lo que ha propiciado, como ha señalado el antropólogo Claudio Lomnitz, el surgimiento 

de estructuras paralelas de poder, donde la delincuencia organizada no solo opera 

mediante la violencia, sino que también establece mecanismos de legitimación social.16 

 

Así, se han creado “zonas de silencio”,17 donde las instituciones gubernamentales han 

perdido capacidad de acción y los grupos delictivos ocupan espacios de control, regulando 

la vida comunitaria, imponiendo sus propias normas y estableciendo redes de 

reclutamiento. Dentro de estas dinámicas, las adicciones juegan un papel crucial, ya que 

muchas veces los menores reclutados son inducidos al consumo de sustancias como una 

forma de dependencia y control.  

 

Es fundamental reconocer que ningún menor de edad se incorpora libremente a estas 

estructuras delictivas, sino que lo hace bajo alguna forma de coerción, manipulación o 

engaño. Por ello, el reclutamiento por la delincuencia organizada no solo representa una 

violación a los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, sino que también genera 

impactos psicológicos y sociales devastadores.  

 

En algunos casos, los menores reclutados pueden desarrollar un sentido de pertenencia 

hacia el grupo criminal, lo que afecta su percepción sobre su ingreso a estas estructuras 

criminales. A través de estrategias de adoctrinamiento, los grupos delictivos fomentan la 

lealtad y refuerzan la idea de que la delincuencia organizada es su única alternativa de vida.   

 

Esta manipulación puede llevar a que los menores crean que su reclutamiento fue una 

decisión propia y no el resultado de coerción o engaño, este fenómeno dificulta aún más su 

salida y reinserción, ya que la influencia del grupo criminal no solo opera a través de la 

violencia, sino también mediante la distorsión de su identidad. 

 

Las consecuencias de estas dinámicas son devastadoras, ya que se ocasionan traumas 

psicológicos severos y muy pocas posibilidades de reintegración social; y, en caso de ser 

detenidos, son procesados bajo un sistema de justicia que no siempre distingue entre 

víctimas y victimarios.  

 
16 Lomnitz, Claudio. (2023) Para una teología política del crimen organizado.  Ediciones Era. 
17 NEXOS, Claudio Lomnitz, “Zonas de silencio”, disponible en: https://www.nexos.com.mx/?p=74387  

https://www.nexos.com.mx/?p=74387
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V. Acciones de América Latina frente al reclutamiento de niñas, niños y adolescentes.  

 

En América Latina, el reconocimiento jurídico del reclutamiento de niñas, niños y 

adolescentes por parte de grupos armados o de la delincuencia organizada ha avanzado de 

manera desigual, siendo Colombia el país que ha desarrollado el marco penal más sólido en 

esta materia. 

 

El Código Penal Colombiano, mediante la Ley 599 de 2000, tipifica expresamente en su 

artículo 162 el delito de reclutamiento ilícito, que a la letra señala: 

 

“Artículo 162. Reclutamiento ilícito. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto 

armado, reclute menores de dieciocho (18) años o los obligue a participar directa o 

indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas, incurrirá en prisión de 

seis (6) a diez (10) años y multa de seiscientos (600) a mil (1.000) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes.”18 

 

Esta disposición se complementa con criterios jurisprudenciales de la Corte Constitucional 

de Colombia, que ha reconocido dicha conducta como una violación grave de los derechos 

humanos y del Derecho Internacional Humanitario, destacando su carácter imprescriptible 

y su impacto diferenciado sobre la niñez.  

 

Por su parte, Guatemala no contempla el reclutamiento como tipo penal autónomo, pero 

aborda esta práctica a través de disposiciones del Código Penal en el artículo 202 Ter, que 

a la letra señala: 

 

“Trata de personas. Constituye delito de trata de personas la captación, el 

transporte, bastado, retención, acogida o recepción de una o más personas con fines 

de explotación.  

 

Quien cometa este delito será sancionado con prisión de ocho a dieciocho años y 

multa de trescientos mil a quinientos mil Quetzales.  

 

 
18 Ley 599 de 2000, disponible en: https://www.oas.org/dil/esp/codigo_penal_colombia.pdf  

https://www.oas.org/dil/esp/codigo_penal_colombia.pdf
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En ningún caso se tendrá en cuenta el consentimiento prestado por la víctima de 

trata de personas o por su representante legal.  

 

Para los fines del delito de trata de personas, se entenderá como fin de explotación: 

La prostitución ajena, cualquier obra forma de explotación sexual, los trabajos o 

servicios forzados, cualquier tipo de explotación laboral, la mendicidad, cualquier 

forma de esclavitud, la servidumbre, la venta de personas, la extracción y el tráfico 

de órganos y tejidos humanos, el reclutamiento de personas menores de edad para 

grupos delictivos organizados, adopción irregular, trámite irregular de adopción, 

pornografía, embarazo forzado o matrimonio forzado o servil.”19  

 

Estas experiencias comparadas evidencian la necesidad de fortalecer el marco jurídico penal 

mediante la incorporación de un tipo penal autónomo que reconozca el reclutamiento de 

niñas, niños y adolescentes como una violación grave a los derechos humanos, permitiendo 

visibilizar esta práctica, delimitar responsabilidades penales y consolidar una respuesta 

estatal efectiva que asegure su protección integral en calidad de víctimas. 

 

VI. Hacia una tipificación nacional del delito de reclutamiento de niñas, niños y 

adolescentes por la delincuencia organizada.  

 

El objeto de la presente iniciativa es establecer en el Código Penal Federal el tipo penal de 

reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por parte de la delincuencia organizada, con 

el propósito de reconocer esta práctica como una violación grave a los derechos humanos 

de las personas menores de edad y así sancionar esta conducta de manera autónoma, 

conforme a su naturaleza y consecuencias.  

 

Se busca definir jurídicamente el reclutamiento como una conducta que atenta contra la 

libertad, integridad y desarrollo de las personas menores de edad, al someterlas a 

actividades ilícitas bajo coacción, manipulación o aprovechamiento de su vulnerabilidad.  

 

 
19 Congreso de la República de Guatemala, Código Penal, disponible en: 
https://tse.org.gt/images/UECFFPP/leyes/Codigo_Penal.pdf  

https://tse.org.gt/images/UECFFPP/leyes/Codigo_Penal.pdf
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De esta manera, se busca eliminar el vacío normativo existente y dotar a las autoridades de 

herramientas efectivas para la investigación, persecución y sanción de quienes promuevan, 

faciliten o se beneficien de esta práctica ilícita.  

 

Para lograrlo, la iniciativa se fundamenta en un enfoque integral que aborda el fenómeno 

desde tres pilares: 

 

1. Prevención: Reconocer el reclutamiento de niñas, niños y adolescentes como una 

problemática estructural derivada de la violencia y la desigualdad social, que requiere 

políticas públicas y acciones coordinadas orientadas a reducir los factores de vulnerabilidad 

frente a la delincuencia organizada. 

 

La tipificación penal del reclutamiento debe entenderse también como una herramienta de 

prevención y disuasión, que contribuya a establecer de manera clara y detallada los 

elementos de esta conducta, y sirva de base para que las leyes y políticas relacionadas se 

armonicen y fortalezcan en materia de protección, prevención, detección y desarticulación 

temprana de riesgos que afectan a la niñez y adolescencia. 

 

2. Reconocimiento jurídico: Incorporar en el Código Penal Federal una figura autónoma que 

establezca el reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por parte de la delincuencia 

organizada delimitando sus elementos jurídicos esenciales para asegurar una actuación 

estatal conforme a los principios de prevención, persecución y protección integral de las 

víctimas. 

 

3. Protección y atención a víctimas:  Establecer que la tipificación del delito reconozca a las 

niñas, niños y adolescentes reclutados por la delincuencia organizada como víctimas, 

disponiendo que las autoridades competentes actúen bajo un enfoque de protección 

integral. Este deberá orientarse a la restitución de derechos, la no revictimización y la 

adopción de medidas que favorezcan su recuperación y reintegración social. 

 

En este sentido, la presente iniciativa se orienta a modificar el Código Penal Federal, a fin 

de tipificar el delito de reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por parte de la 

delincuencia organizada, estableciendo con precisión sus elementos:   

 

Código Penal Federal. 
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● Se añade el Capítulo XI, Del Reclutamiento de Niños, Niñas y Adolescentes por la 

delincuencia organizada, con los artículos correspondientes, para establecer la 

definición de este delito, sus características y las sanciones que ameriten, 

especificando las acciones y actividades vinculadas al reclutamiento, como la 

utilización como mensajeros o vigilantes, para transportar armas o explosivos, la 

comisión de delitos violentos o la participación en actos de captación de otros 

menores. 

  

● Adicionalmente, se plantea incorporar la agravante de que esta práctica de 

reclutamiento sea facilitada por familiares de las y los menores, o cualquier otra 

persona que tenga una relación de autoridad.  

 

Artículos Transitorios.  

 

● Se plantea en el segundo transitorio que el Congreso de la Unión, dentro de ciento 

ochenta días naturales, realice las adecuaciones al Código Nacional de 

Procedimientos Penales para incorporar la agravante de que los actos previstos en 

el presente decreto sean facilitados por familiares de las y los menores, o cualquier 

otra persona que tenga una relación de autoridad y a la Ley Nacional del Sistema 

Integral de Justicia Penal para Adolescentes,  para garantizar la protección especial 

de menores, asegurando su tratamiento como víctimas y estableciendo medidas 

para su recuperación, y la implementación de programas específicos de 

rehabilitación, reubicación y reinserción social de las y los adolescentes que hayan 

sido encontradas responsables de la comisión de un delito. 

 

 

● Se establece en el transitorio tercero que el Congreso de la Unión expida, la  Ley del 

Mecanismo para la Reinserción Social y Protección de Juventudes Víctimas del 

Crimen Organizado, con el objeto de establecer un marco normativo integral y 

concurrente entre los tres órdenes de gobierno que garantice la protección y 

reinserción social de adolescentes que hayan cumplido una sentencia por delitos 

cometidos bajo la influencia o coerción de la delincuencia organizada, así como la 

implementación de medidas de  reubicación geográfica, apoyo económico, acceso a 
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la educación, capacitación e inserción laboral, acompañamiento psicológico y 

monitoreo a largo plazo para evitar reincidencia y asegurar su integración social.  

 

Este modelo legislativo no solo responde a la urgencia de erradicar la impunidad y proteger 

a la infancia, sino que también materializa el compromiso del Estado mexicano en la 

consolidación de un marco jurídico robusto, capaz de prevenir, sancionar y reparar los 

efectos del reclutamiento por la delincuencia organizada.  

 

VII. Cuadro comparativo: 

 

Código Penal Federal 

Texto vigente Texto propuesto 

Sin correlativo CAPÍTULO XI  

 

Del reclutamiento de niñas, niños y 

adolescentes por la delincuencia organizada. 

  

Artículo 209 sextus.- Al que reclute, induzca, 

facilite o procure el ingreso de una o varias 

niñas, niños o adolescentes a un grupo de la 

delincuencia organizada, se le impondrá de 

quince a treinta y cinco años de prisión, y de 

diez mil a treinta mil días de multa.  

 

Comete el delito de reclutamiento de niñas, 

niños o adolescentes quien utilice a uno o 

varios de ellos para realizar cualquiera de las 

siguientes acciones: 

 

a) Participación en actividades delictivas;  

 

b) Uso como mensajeros, portadores de 

armas o explosivos;  
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c) Realización de labores de vigilancia o 

guardia;  

 

d) Comisión de delitos violentos, y 

 

e) Participación en actos de captación o 

seducción de otros menores para fines 

delictivos.  

 

Cuando el delito sea cometido por un 

ascendiente en línea recta, hermano, 

hermana, persona que ejerza la patria 

potestad, tutela, guarda o custodia sobre la 

víctima, la pena será de treinta a cuarenta y 

cinco años de prisión y una multa de quince 

mil a cuarenta mil días. 

 

En caso de que el delito sea cometido por un 

familiar en línea colateral hasta el cuarto 

grado, o por cualquier persona que tenga una 

relación de autoridad, confianza o 

dependencia con la víctima, la pena será de 

veinte a cuarenta años de prisión y una multa 

de doce mil a treinta y cinco mil días. 

 

 

Transitorios 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

SEGUNDO. El Congreso de la Unión en un plazo no mayor a 180 días naturales contados a 

partir de la entrada en vigor del presente Decreto deberá realizar las adecuaciones 

necesarias al Código Nacional de Procedimientos Penales para incorporar la agravante de 

que los actos previstos en el presente decreto sean facilitados por familiares de las y los 
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menores, o cualquier otra persona que tenga una relación de autoridad,  y a la Ley Nacional 

del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes para garantizar la protección 

especial de menores, asegurando su tratamiento como víctimas y estableciendo medidas 

para su recuperación, y la implementación de programas específicos de rehabilitación, 

reubicación y reinserción social de las y los adolescentes que hayan sido encontradas 

responsables de la comisión de un delito.  

  

TERCERO. El Congreso de la Unión deberá expedir, en un plazo no mayor a 180 días 

naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, la Ley del 

Mecanismo para la Reinserción Social y Protección de Juventudes Víctimas del Crimen 

Organizado.  

 

Dicha legislación tendrá como objeto establecer un marco normativo integral y de 

concurrencia entre los tres órdenes de gobierno que garantice la protección y reinserción 

social de adolescentes que hayan cumplido una sentencia por la comisión de delitos bajo la 

influencia o coerción de la delincuencia organizada.  

 

La ley deberá considerar la implementación de medidas de reubicación geográfica, apoyo 

económico, acceso a la educación, capacitación e inserción laboral, acompañamiento 

psicológico y monitoreo a largo plazo, con el propósito de evitar la reincidencia y asegurar 

su integración social efectiva.  

 

Asimismo, establecerá los mecanismos de coordinación interinstitucional entre la 

Federación, las entidades federativas y los municipios, el sector privado y la sociedad civil. 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de esta Honorable 

Asamblea el siguiente proyecto de 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES AL CÓDIGO PENAL 

FEDERAL.  

 

ÚNICO. Se adiciona un Capítulo XI al Título Octavo, y se adiciona un artículo 209 sextus al 

Código Penal Federal, para quedar como sigue: 
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CAPÍTULO XI  

Del reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por la delincuencia organizada. 

 

Artículo 209 sextus.- Al que reclute, induzca, facilite o procure el ingreso de una o varias 

niñas, niños o adolescentes a un grupo de la delincuencia organizada, se le impondrá de 

quince a treinta y cinco años de prisión, y de diez mil a treinta mil días de multa.  

 

Comete el delito de reclutamiento de niñas, niños o adolescentes quien utilice a uno o 

varios de ellos para realizar cualquiera de las siguientes acciones: 

 

a) Participación en actividades delictivas;  

 

b) Uso como mensajeros, portadores de armas o explosivos;  

 

c) Realización de labores de vigilancia o guardia;  

 

d) Comisión de delitos violentos, y 

 

e) Participación en actos de captación o seducción de otros menores para fines delictivos.  

 

Cuando el delito sea cometido por un ascendiente en línea recta, hermano, hermana, 

persona que ejerza la patria potestad, tutela, guarda o custodia sobre la víctima, la pena 

será de treinta a cuarenta y cinco años de prisión y una multa de quince mil a cuarenta 

mil días. 

 

En caso de que el delito sea cometido por un familiar en línea colateral hasta el cuarto 

grado, o por cualquier persona que tenga una relación de autoridad, confianza o 

dependencia con la víctima, la pena será de veinte a cuarenta años de prisión y una multa 

de doce mil a treinta y cinco mil días. 
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TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

SEGUNDO. El Congreso de la Unión en un plazo no mayor a 180 días naturales contados a 

partir de la entrada en vigor del presente Decreto deberá realizar las adecuaciones 

necesarias al Código Nacional de Procedimientos Penales para incorporar la agravante de 

que los actos previstos en el presente decreto sean facilitados por familiares de las y los 

menores, o cualquier otra persona que tenga una relación de autoridad,  y a la Ley Nacional 

del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes para garantizar la protección 

especial de menores, asegurando su tratamiento como víctimas y estableciendo medidas 

para su recuperación, y la implementación de programas específicos de rehabilitación, 

reubicación y reinserción social de las y los adolescentes que hayan sido encontradas 

responsables de la comisión de un delito.  

  

TERCERO. El Congreso de la Unión deberá expedir, en un plazo no mayor a 180 días 

naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, la Ley del 

Mecanismo para la Reinserción Social y Protección de Juventudes Víctimas del Crimen 

Organizado.  

 

Dicha legislación tendrá como objeto establecer un marco normativo integral y de 

concurrencia entre los tres órdenes de gobierno que garantice la protección y reinserción 

social de adolescentes que hayan cumplido una sentencia por la comisión de delitos bajo la 

influencia o coerción de la delincuencia organizada.  

 

La ley deberá considerar la implementación de medidas de reubicación geográfica, apoyo 

económico, acceso a la educación, capacitación e inserción laboral, acompañamiento 

psicológico y monitoreo a largo plazo, con el propósito de evitar la reincidencia y asegurar 

su integración social efectiva.  
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Asimismo, establecerá los mecanismos de coordinación interinstitucional entre la 

Federación, las entidades federativas y los municipios, el sector privado y la sociedad civil. 

 

 

ATENTAMENTE 

 

 
Dip. Pablo Vázquez Ahued 

Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

LXVI Legislatura 

Octubre de 2025 
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